
 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 

TRIBUNAL DE APELACIONES 
REGIÓN JUDICIAL DE SAN JUAN 

PANEL III 
 

 
MAR CHIQUITA 

HOUSING 
INVESTMENT, LLC 

 
Recurridos 

 
v. 

 
CONSEJO DE 

TITULARES COND. 

MAR CHIQUITA OCEAN 
VIEW 

 
Recurrentes 

 

 
 

 
 

 
KLRA201501381 

Revisión 

Administrativa 
procedente del 

Departamento de 
Asuntos del 

Consumidor 
 

Querella Núm.: 
SJ0011657 

 

Sobre: 
Condominios 

 

Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, 
la Jueza Colom García y el Juez Steidel Figueroa. 

 
Colom García, Jueza Ponente 

SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 El Consejo de Titulares del Condominio Mar Chiquita 

Ocean View [en adelante, el Consejo de Titulares] y su 

Presidente, Roberto Miranda Rivera, acuden ante nos en recurso 

de revisión judicial para solicitar la revocación de una Resolución 

emitida por el Departamento de Asuntos del Consumidor [por 

sus siglas, DACO] el 7 de octubre de 2015.  Mediante dicho 

dictamen el foro recurrido determinó que el Consejo de Titulares 

debía devolver a Mar Chiquita Housing Investment, LLC [en 

adelante, MCH] y a cualquier otro titular que así lo reclamara, 

las sumas pagadas desde el 1ro. de febrero a noviembre de 

2013 por concepto de ―cuotas de mantenimiento‖, así como 

cualquier otra suma de dinero cobrada.  Ello, tras decretar la 

invalidez de la convocatoria de la asamblea celebrada el 26 de 

enero de 2013.  Además, ordenó a la Junta de Directores 

abstenerse de hacer gestiones de cobro de las cuotas 
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impugnadas y condenó al Consejo de Titulares al pago de las 

costas y honorarios de abogado por temeridad. 

ANTECEDENTES 

 El 17 de diciembre de 2013, MCH presentó una querella 

ante el DACo en contra del Consejo de Titulares del Condominio 

Mar Chiquita Ocean View y su presidente, Roberto Miranda 

Rivera.  La parte aquí recurrida impugnó la legitimidad de la 

convocatoria a una asamblea para el traspaso de la 

administración interina del Condominio, señaló que esta fue 

ilegal, al igual que la cuota impuesta a los titulares.  Del mismo 

modo, alegó que la Junta de Directores electa en esa ocasión no 

cumplió con los requisitos estatuarios aplicables ni con la 

reglamentación del Condominio.  Luego de varios trámites 

procesales, en la vista en su fondo, celebrada el 25 de marzo de 

2014, los representantes legales de las partes, mediante 

estipulación, sometieron el caso ―por el expediente‖. 

El 7 de octubre de 2015, notificada al día siguiente, la 

Juez Administrativa del DACo emitió una Resolución en la que 

formuló las siguientes determinaciones de hechos, las que por 

su relevancia transcribimos in extenso: 

2. El Condominio Mar Chiquita Ocean View, en 

adelante, el ―Condominio‖, está ubicado en el 
Barrio Tierras Nuevas Saliente del Municipio de 

Manatí.  Se compone de nueve (9) edificios, con un 
total de cincuenta y cuatro (54) apartamentos 

residenciales. 

3. El Condominio fue sometido por su entonces 
dueño y desarrollador, Mar Chiquita Ocean View 

Corp., al régimen de propiedad horizontal que 
regula la Ley Núm. 103 del 5 de abril de 2003, 

conocida como la Ley de Condominios, 31 LPRA 
sec. 1291, et seq[.], ello conforme la escritura 

número 307 de propiedad horizontal de 7 de 
noviembre de 2002 del notario Miguel Bauza Colón.  

Esta escritura fue enmendada posteriormente por 
el desarrollador original. La primera enmienda 

surge de la escritura número 23 de 6 de marzo de 
2007 y la segunda es de 8 de mayo de 2007, 
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conforme la escritura número 43, ambas del 

notario Miguel Bauza Colón. 

4. Conforme la cláusula decimonoven[a] (B)(a) de 

la referida escritura matriz, la administración 
interina del Condominio sería responsabilidad del 

desarrollador hasta que se vendiese el número 
necesario de unidades que excediese el 50% del 

porcentaje de participación en los elementos 
comunes generales del Condominio.  En ese 

momento el desarrollador debía citar a los titulares 
a una asamblea extraordinaria para efectuar el 

traspaso de la referida administración y elegir la 
[primera] junta de directores. 

5. Para el mes de octubre de 2010, ante los 
problemas que confrontó el desarrollador para 

vender las unidades, varios titulares del 

Condominio se organizaron bajo el nombre de 
Comité de Vecinos de Mar Chiquita Ocean View 

Condominium y establecieron una ―cuota‖ de 
$155.00 mensuales, pagadera voluntariamente por 

18 de los 26 titulares que hasta ese entonces 
constituían el consejo de titulares del condominio.  

La suma acordada fue ajustada al mes siguiente a 
$150.00.  La cuota o aportación sería utilizada para 

cubrir los costos de recogido de basura, electricidad 
y agua.  Véase Resolución de 20 de junio de 2011 

en el caso AR0002170 (DACO Región de Arecibo), 
aneja a la Moción a Tenor con la Regla 201 de 

Evidencia (Conocimiento Judicial de hechos 
Adjudicativos) presentada por la parte querellada 

en el caso de Mar Chiquita Housing Investment, 

LLC v. Consejo de Titulares Condominio Mar 
Chiquita Ocean, KLCE2013[0]1400, Tribunal de 

Apelaciones. 

6. Con el paso del tiempo algunos titulares 

pretendieron que dicha aportación o cuota fuese 
obligatoria.  Dentro de ese escenario de intento de 

cobros de aportaciones sin haberse dado el 
traspaso de la administración interina, a comienzos 

del año los señores César Augusto Candelario y su 
esposa Lidice Candelario Matos presentaron la 

Querella número BA0003324 (DACO) en contra de 
Mar Chiquita Ocean View Corp. y, su presidente, 

señor Carlos Enrique Rivera Tovar.  A su vez[,] el 
señor Roberto M. Miranda y su esposa Sonia M. 

Palacios presentaron las Querellas Núm. 

AR0002170 (DACO Región de Arecibo), también 
contra la corporación desarrolladora y su 

presidente, [el] señor Rivera Tovar. 

7. Las Querellas BA0003324 y AR0002170 fueron 

consolidadas.  El 13 de abril de 2011 se celebró la 
vista administrativa en su fondo.  El 20 de junio de 

2011 el DACO dictó Resolución en el caso 
AR0002170, disponiendo, entre otras cosas, que el 

desarrollador tenía que continuar 
administrando el Condominio “hasta tanto dé 

fiel cumplimiento al proceso de transición 
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dispuesto en el Artículo 36A de la Ley de 

Condominios”. 

8. Así las cosas, para finales del año 2011, el Banco 

Bilbao Vizcaya Argentaria (BBVA), institución 
bancaria que facilitó el préstamo interino de 

construcción para el proyecto (Condominio), 
ejecutó en pública subasta las 28 unidades que aún 

no habían sido individualizadas, otorgándose 
eventualmente la escritura de venta judicial 

número 9 del 18 de enero de 2012 ante la notario 
Teresa Jiménez Meléndez.  BBVA además se 

convirtió en dueño involuntario de otra unidad que 
también había adquirido en pública subasta, en 

cobro del préstamo hipotecario que había 
concedido a su entonces dueño. 

9. El 30 de octubre de 2012, mediante la escritura 

de compraventa e individualización número 82 de 
la notario Teresa Jiménez Meléndez, MCH adquirió 

del BBVA los 29 apartamentos antes mencionados.  
Posteriormente MCH enajenó uno de los 

apartamentos adquiridos a favor de otra 
corporación germana del grupo empresarial al que 

pertenece.  Del mismo modo, en fecha posterior, 
otra corporación del referido grupo comercial 

compró otra unidad que había sido adquirida en 
pública subasta por el banco que facilitó el 

financiamiento hipotecario a su anterior dueño. 

10. El 4 de enero de 2013, los señores Miranda y 

Candelario, sin haberse dado el traspaso de la 
administración interina, sin tener el poder de 

convocatoria para constituir quorum y sin 

participación del desarrollador y administrador 
interino, convocaron una asamblea de titulares con 

la intención de elegir la [primera] junta de 
directores y el comité de conciliación.  Previo a citar 

la autodenominada asamblea no hubo convocatoria 
para designar un comité de transición que mediase 

en el traspaso de la administración interina. 

11. Conforme la Ley de Condominios, supra, y el 

artículo 19 del Reglamento del Condominio Mar 
Chiquita Ocean View, la facultad para convocar al 

Consejo para efectuar el traspaso de la 
administración interina es exclusiva del 

desarrollador, administrador interino designado por 
ley y en su defecto de los titulares que constituyan 

o sumen el por ciento de participación necesario. 

12. Conforme se desprende de la convocatoria del 
4 de enero de 2013 (―Convocatoria a Asamblea 

para elegir la Junta de Directores del Condominio 
Mar Chiquita Ocean View‖) nada se dispuso 

sobre la presentación y discusión del 
presupuesto del Condominio, ni se circuló 

previamente un borrador del mismo. 

13. Según el ―Acta de Primera Asamblea Anual 26 

de enero de 2013‖, se determinó, como asunto 
nuevo, que ―con relación a la Cuota de 
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Mantenimiento, el Presidente informó que siguiendo 

la tabla de ―Gastos de Mantenimiento Según 
Participación de Cada dueño‖ establecidas por el 

desarrollador, la Junta comenzaría a cobrar esas 
cuotas efectivo el 1ro de febrero de 2013‖. 

14. La referida asamblea efectivamente fue 
celebrada el 26 de enero de 2013.  La ―cuota o 

aportación voluntaria‖ impuesta en octubre del año 
2010 se mantuvo en vigor hasta [el] 31 de enero 

de 2013.  Del Acta de la asamblea surge que 
efectivo el 1ro de febrero de 2013, se comenzaría a 

pagar una ―nueva‖ cuota. 

15. La cuota fue establecida conforme un 

documento intitulado ―Gastos de Mantenimiento 
según Participación de cada Dueño‖.  Surge del 

Acta de la asamblea que el documento fue 

preparado por el desarrollador original del 
proyecto.  Una mera lectura del mismo demuestra 

que para fijar la cuantía de la cuota se crearon dos 
grupos de apartamentos.  La cuota fluctuaba entre 

$151.15 (44 apartamentos) y $243.75 (10 
apartamentos, que eran el tipo ―penthouse‖).  El 

documento en cuestión no indica el por ciento de 
participación porcentual de cada unidad en los 

elementos comunes del Condominio y mucho 
menos responde a partidas de gastos 

presupuestadas; tan siquiera se establece el total 
de gastos mensuales.  Lo cierto es, sin embargo, 

que conforme la escritura matriz y sus enmiendas, 
realmente, en función de su tamaño en pies 

cuadrados y áreas consideradas para el cómputo de 

la cuota, existen en el Condominio cuatro tipos de 
unidades a apartamentos. 

16. El Consejo de Titulares no solicitó al DACO, 
bajo los casos BA0003324 o AR0002170, que 

previo a la asamblea de 26 de enero de 2013 
ordenase o supervisase el traspaso de la 

administración interina. 

17. En la autodenominada asamblea anual del 26 

de enero de 2013 fueron electos como directores el 
licenciado Roberto Miranda (presidente), señor José 

Candelario (tesorero) y la señora Ramonita Rivera 
Marín (secretaria), quien se alegó era co-titular con 

el Lcdo. Luis Tous del apartamento H-801.  Los 
trabajos en la asamblea fueron dirigidos por el 

señor Miranda, quien era el presidente del ―comité 

de vecinos‖ organizado en el año 2010. 

18. Contrario al Artículo III, sección 3.1 del 

Reglamento del Condominio, que indica que la 
Junta será compuesta por al menos cinco 

miembros, incluyendo el Presidente, sólo fueron 
presentados candidatos para los tres puestos 

electos.  En ese momento ninguno de los miembros 
del consejo de titulares informó que la Sra. Rivera 

Marín no era titular, requisito indispensable para 
ser miembro de la junta de directores según el 

Reglamento del Condominio y la propia Ley de 
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Condominios, supra.  Tampoco se desprende que 

los miembros electos a la junta que eran titulares 
alertasen a los demás miembros del consejo de 

titulares que la señora Rivera Marín no era titular.  
Inclusive de las hojas de asistencia de la asamblea, 

controlada en constatación de quorum y registro de 
titulares por los señores Miranda y Candelario, 

surge que la señora Rivera Marín era la cotitular del 
apartamento propiedad del licenciado Tous.  Esta 

retención de información u omisión fue reconocida 
por primera vez en noviembre de 2013 cuando la 

representación legal del Lcdo. Tous presentó ante 
el TPI de Arecibo, en el caso CPE2013-0552 (404), 

una Solicitud de Desestimación y/o Sentencia 
Sumaria.  Es decir, durante casi 10 meses los 

licenciados Miranda y Tous y el señor Candelario, 

habiendo inclusive […] entre ellos dos abogados, 
permitieron que una persona que no era titular 

ocupase el importantísimo y sensitivo cargo de 
secretaria(o) de la junta de directores.  Esto 

constituyó una violación clara y abierta de la 
sección 3.3 del Reglamento del Condominio.  Más 

aun[,] los señores Miranda y Candelario conocían 
de la imposibilidad legal del nombramiento de la 

señora Rivera Marín, y aun así el licenciado Miranda 
compareció como abogado de ella en el caso ante 

el TPI de Arecibo. 

19. Posterior a la asamblea[,] el Sr. Candelario 

comenzó a enviar a los titulares cartas de cobro por 
concepto de ―cuotas de mantenimiento‖, que como 

ya determinamos no estaban computadas a base 

del por ciento de participación correcto de los 
apartamentos en los elementos comunes, y no 

respondía a un presupuesto de gastos debidamente 
aprobado en la mencionada asamblea. 

20. Por razón de lo antes determinado MCH alegó 
que no estaba obligada a pagar la mal llamada 

―cuota de mantenimiento‖ aduciendo que no fue 
establecida conforme a derecho.  Posteriormente, 

ya para el mes de noviembre de 2013, MCH 
descubre que la elección de la junta de directores 

se hizo en violación a la Ley de Condominios y al 
propio Reglamento del Condominio. 

21. Desde el 26 de enero de 2013 hasta el 17 de 
noviembre de 2013 (fecha de una asamblea 

ordenada por el TPI de Arecibo), realmente el 

Consejo de Titulares no había elegido válidamente 
una junta de directores; en la alternativa, la 

[supuesta] junta de directores del Condominio 
realmente estuvo constituida por dos directores, 

licenciado Miranda (presidente) y señor Candelario 
(tesorero), cuando el mínimo de puestos directivos 

que dispone el Art. 38 de la Ley de Condominios, 
supra, es tres (Presidente, Secretario y Tesorero) y 

todos ellos, necesariamente, tienen que pertenecer 
al Consejo de Titulares.  Por su parte, la sección 

3.1 del Reglamento del Condominio establece que 
serán cinco los directores que constituirán la junta. 
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22. No habiendo junta de directores válidamente 

constituida, el Consejo de Titulares, como cuestión 
de derecho, nunca fue válidamente representado 

por la supuesta junta de directores, porque nada 
podía delegar en ella.  Desde luego, tampoco 

podían estar ocupados los cargos de presidente, 
tesorero ni secretario.  En consecuencia[,] todas las 

actuaciones de la alegada junta, incluyendo fijar el 
pago de una cuota basado en una ―tabla‖ y no en 

un presupuesto de gastos, no fueron otra cosa que 
actuaciones de titulares individuales que no podían 

vincular ni obligar a ningún titular que se negase a 
cumplir con dichas directrices. 

23. Las acciones que impugna MCH fueron llevadas 
a cabo por miembros del consejo de titulares que 

ilegalmente pretendieron constituirse como junta 

de directores, que actuaron ultra vires ya que no 
eran directores en propiedad, al extremo de que en 

noviembre de 2013, reconociendo su ilegalidad, el 
Consejo de Titulares, liderado nuevamente por los 

señores Miranda y Candelario, convocó una 
asamblea para elegir lo que sería la primera junta 

de directores del Condominio, ello por haber sido 
ordenado por el TPI de Arecibo, previo acuerdo 

entre las partes, y no obstante a que 
posteriormente el Tribunal de Apelaciones resolvió 

que la jurisdicción para atender la controversia 
presentada por MCH era del DACO, controversia 

que precisamente [es] la que tenemos ante nos. 

24. Como resultado de los persistentes intentos de 

la parte querellada de cobrar las mal llamadas 

cuotas de mantenimiento, el 3 de octubre de 2013 
MCH presentó demanda de interdicto preliminar en 

el TPI de Arecibo contra el Consejo de Titulares del 
Condominio Mar Chiquita Ocean View, entre otros. 

25. Surge de los autos que la vista de interdicto 
preliminar fue pautada para el 14 de octubre de 

2013 y aunque no se celebró en los méritos, el TPI 
estableció un calendario de trabajo y las partes 

informaron y/o acordaron, entre otras cosas, lo 
siguiente: 

(a) Los demandados entregarían los 
documentos solicitados por MCH en la 

demanda y en consecuencia se ordenó 
producirlos en o antes del 4 de noviembre. 

(b) Celebrar asamblea extraordinaria del 

consejo de titulares los días 17 y 18 de 
noviembre de 2013 para discutir el 

presupuesto para el año 2014 y llenar 
vacantes de la junta. 

(c) En o antes del 28 de octubre de 2013 
la parte demandada notificaría la 

convocatoria y presupuesto a discutirse 
en la asamblea extraordinaria. 

26. Posterior a la vista del 14 de octubre de 2013 
en el caso del TPI de Arecibo, uno de los allí 
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demandados, Lcdo. Tous, compareció por conducto 

de abogado y presentó ―Moción para Solicitar 
Tiempo Adicional para Contesta la Demanda e 

Iniciar el Descubrimiento de Prueba‖. 

27. En el párrafo cinco (5) de la referida moción, 

por conducto de su abogado[,] el Lcdo. Tous 
expuso que el TPI de Arecibo [ya] “……resolvió 

dos de los tres reclamos presentados por los 
demandantes……y que sólo resta resolver el 

asunto de la interpretación de la legalidad de 
la cuota de mantenimiento del complejo”.  […] 

Además, informó que no era parte de la junta, ni 
estaba casado con la codemandada Ramonita 

(Mónica) Rivera, siendo esa la primera vez que la 
aquí querellante fue informada que una de las tres 

personas electas a la junta de directores en la 

―asamblea‖ del 26 de enero de 2013 no cumplía 
con las disposiciones de la Ley de Condominios, 

supra, ni con el Reglamento de Condominio. 

28. El 8 de noviembre de 2013 el TPI dictó Orden 

concediendo 10 días a MCH para presenta su 
posición a lo solicitado por el Lcdo. Tous.  MCH 

cumplió lo ordenado mediante Moción en 
Cumplimiento de Orden de fecha de 15 de 

noviembre de 2013.  En esta moción MCH 
cuestionó claramente la legitimidad de la junta 

electa en la asamblea del 26 de enero de 2013 y 
planteó la nulidad de todas sus actuaciones y 

determinaciones. 

29. También el 8 de noviembre de 2013 los 

querellados presentaron petición de certiorari ante 

el Tribunal de Apelaciones impugnando ciertas 
resoluciones dictadas por el TPI.  En igual fecha 

presentaron ante dicho Ilustrado Foro una Solicitud 
de Orden en Auxilio de Jurisdicción mediante la 

cual solicitaron, no paralizar la asamblea 
extraordinaria que se celebraría el 17 de noviembre 

por acuerdo entre las partes y orden del TPI, ni lo 
que debía hacerse en la misma por virtud de lo 

acordado el día 14 de octubre, sino que paralizase 
el efecto de las órdenes del TPI para (1) contestar 

la demanda antes del 4 de noviembre, (2) iniciar 
descubrimiento de prueba a partir de esa fecha y 

(3) que la vista de interdicto preliminar continuase 
el 5 de diciembre. 

30. Efectivamente, en ausencia de mandato en 

contario, la asamblea fue celebrada el 17 de 
noviembre de 2013.  El Tribunal de Apelaciones, sin 

embargo, posteriormente dictó orden de 
paralización el 21 de noviembre de 2013 y 

eventualmente dictó Resolución el 31 de marzo de 
2014 en la que resolvió que el foro con jurisdicción 

para atender el reclamo de MCH era el DACO y no 
el tribunal.  Inclusive a la fecha de la Resolución del 

Tribunal de Apelaciones ya se había celebrado la 
asamblea anual del año 2014-2015 en la que 

nuevamente fueron electos como presidente el 
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señor Miranda y como tesorero el señor Candelario, 

además de la señora María L. Vila como secretaria, 
más tres vocales. 

31. La asamblea del 17 de noviembre de 2013 fue 
para todos los efectos legales la primera asamblea 

en pleno del consejo de titulares.  Es importante 
señalar que a esa fecha el acreedor hipotecario que 

había concedido el préstamo interino de 
construcción para el proyecto había ejecutado su 

hipoteca, se había adjudicado la propiedad en 
subasta pública y había vendido a MCH todas las 

unidades no individualizada a esa fecha. 

32. En cuanto a la composición de la junta de 

directores, el resultado de la asamblea de 17 de 
noviembre de 2013 fue que nuevamente el señor 

Miranda fue electo presidente, el señor Candelario 

tesorero y la señora Vila secretaria. 

33. A partir del mes de diciembre de 2013, 

inclusive, MCH ha pagado todas las cuotas de 
mantenimiento de todas las unidades que son de 

su propiedad. 

34. En 27 de enero de 2014 se celebró (segunda 

convocatoria) la asamblea anual para el año 2014-
2015, asunto y actuaciones que no presentan 

controversia en este caso.  (Énfasis en el original). 
 

Aplicado el derecho a los hechos determinados en la 

Resolución, la Juez Administrativa concluyó en primer lugar, que 

el DACO tenía jurisdicción primaria exclusiva para entender la 

querella presentada por MCH por tratarse de una impugnación 

instada por un titular de una unidad residencial por actuaciones 

u omisiones del Consejo de Titulares o de la Junta de Directores, 

relacionadas a la administración del inmueble.  En segundo 

lugar, determinó que no era de aplicación el término de 30 días 

dispuesto en el Artículo 42 de la Ley Núm. 103 de 5 de abril de 

2003, Ley de Condominios, 31 LPRA sec. 1293(b), para la 

impugnación de acuerdos y determinaciones adoptados por el 

Consejo de Titulares que un titular estime le sean gravemente 

perjudiciales.  Por último, dispuso que tampoco aplicaba al pleito 

de epígrafe el término de 2 años para la impugnación de 

acuerdos, acciones u omisiones de la Junta de Directores o del 

Consejo de Titulares en violación a la Ley de Condominios, 31 
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LPRA sec. 1293(c), toda vez que los actos en controversia eran 

patentemente ilegales, los cuales por ser nulos no eran 

susceptibles de ser confirmados.  En conclusión, el DACo 

consideró que la querella presentada por MCH no estaba sujeta a 

término prescriptivo alguno. 

Por otra parte, al entrar en los méritos de la controversia, 

la agencia recurrida dispuso, en primera instancia, que el 

traspaso de la administración interina no se realizó conforme a 

derecho y que la convocatoria hecha por ciertos titulares 

constituyó un acto ultra vires.  En ese sentido, decretó que la 

Junta de Directores electa en esa ocasión fue ilegalmente 

constituida, debido a que no estaba compuesta del número de 

miembros establecido en el Reglamento del Condominio y debido 

a que la persona electa al cargo de Secretaria no era titular en el 

inmueble.  Asimismo, el DACO declaró que la cuota de 

mantenimiento fijada en dicha asamblea y que se comenzó a 

cobrar en febrero de 2013, no fue fijada a base de un 

presupuesto ni en los porcientos de participación de los 

apartamentos en los elementos comunes conforme lo requiere la 

Ley de Condominios, supra. 

Así las cosas, el DACo expresó que: 

es incuestionable que independientemente de la 

manera en que se convocó la asamblea del 26 de 
enero de 2013, la que resolvemos no fue 

válidamente convocada, lo cierto es que la elección 

de la junta de directores, o intento de elección, 
respondió a [una] conducta contraria a la ley, la 

moral y el orden público no hay duda alguna en la 
mente de esta Juzgadora de que los implicados en 

la confección de la mal llamada [J]unta de 
[D]irectores sabían que la señora Ramonita Rivera 

Marín no era titular y aun así la nominaron para el 
puesto de secretaria y permitieron su elección; 

inclusive fue representada en el caso ante el TPI 
por [el] presidente de la Junta, quien es abogado.  

Dicha Junta, de haber sido válida la asamblea de 
enero de 2013, contó solamente con dos 

directores, lo que es contrario a la Ley de 
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Condominios y al propio reglamento del 

Condominio Mar Chiquita Ocean View.  Por lo tanto, 
sus actuaciones no eran vinculantes ni obligaban a 

los titulares.  De otra parte es irrefutable que en la 
asamblea no se presentó ni discutió con los 

titulares un presupuesto de gastos que permitiese 
válidamente establecer una cuota de 

mantenimiento; peor aún, la fijación de la supuesta 
cuota no respondió, y de hecho, violentó el 

principio de proporcionalidad que establece la Ley 
de Condominios, ya que meramente se estableció 

arbitrariamente una cantidad para todas las 
unidades, independiente de su por ciento de 

participación en los elementos comunes generales. 
 

Por consiguiente, el DACO dispuso que: 

MCH, ni ningún otro titular, estaba obligado a 

pagar la ―cuota‖ que impugna, así como ninguna 
otra suma de dinero, por cualquier concepto, que 

se haya cobrado o haya tratado de cobrar por la 
[J]unta de [D]irectores y/o la parte querellada, 

desde el 1ro de febrero de 2013 hasta el mes de 
noviembre de 2013. 

 
Por lo antes expuesto, la agencia ordenó a la parte aquí 

recurrente a devolver a MCH y a cualquier otro titular que así lo 

reclamara toda suma de dinero pagada en dicho plazo por 

concepto de cuotas de mantenimiento, ya fuera para efectos 

operacionales o de reserva.  Además, ordenó a dicha parte 

abstenerse de hacer gestiones de cobro para el pago de las 

cuotas impugnadas, y le impuso el pago de honorarios de 

abogado por temeridad. 

La oportuna solicitud de reconsideración presentada por el 

Consejo de Titulares y su Presidente, se entendió rechazada de 

plano, toda vez que el DACO no tomó acción alguna dentro del 

término estatutario para ello. 

Inconforme, la parte recurrente acude ante nos, en recurso 

de revisión judicial, argumentando que incidió el DACo al: 

Inferir que al someter el caso por el expediente, la 

parte querellada aceptaba los hechos imputados en 

la querella y no como respuesta a la circunstancia 

que la parte querellante se presentó a la Vista sin 

testigos y sometió su caso por el expediente; por 
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ende la querellada no tenía a quien 

contrainterrogar/impugnar.  Correspondía a la 

querellante, quien sostiene la afirmativa en la 

disputa, presentar la prueba incontrovertida.  Falló 

la Jueza al adjudicar credibilidad basada en 

alegaciones escritas de eventos en controversia con 

versiones encontradas. 

Determinar que la única persona que podía 

convocar la Asamblea para el traspaso de la 

administración era el Desarrollador/Administrador 

Interino, desatendiendo el hecho de que aquel cesó 

toda relación con el condominio al serle ejecutada 

la hipoteca que gravaba su propiedad, según fue 

reconocido en la escritura 9 de Venta Judicial, 

otorgada el 18 de enero de 2012, ante la Notario 

Teresa Jiménez Meléndez.  Desatendió de igual 

forma, lo dispuesto en la Sección 18-D, del 

Reglamento sobre Condominios (#6728), la cual 

permite la actuación de los titulares Miranda y 

Candelario para convocar dicha Asamblea.  De igual 

forma, erró al obviar que el querellante compareció 

y participó en la misma, por lo que le son de 

aplicación los treinta (30) días dispuestos en la 

Sección 42 de la Ley de condominios. 

Determinar que la Junta electa el 26 de enero de 

2013 fue ilegal, al haberse seleccionado como 

Secretaria a una persona que no era titular, (y por 

tanto sus actuaciones nulas), ya que tanto el 

Presidente como el Tesorero conocía de dicha 

incapacidad y no alertaron al resto de los Titulares 

de la misma.  Dicha conclusión está basada en 

alegaciones y escritos de la querellante que fueron 

reiteradamente desmentidos por la querellada.  En 

la prueba documental que tuvo bajo su 

consideración, no existe base para tal conclusión.  

Adicionalmente, ignoró las defensas esbozadas por 

la querellada de las doctrinas del oficial de facto, 

doctrina del quórum, y las incontrovertidas 

presunciones de ley. 

Concluir que el querellante y cualquier titular que 

así lo reclame, no está obligado a pagar cuotas de 

mantenimiento a partir de la asamblea celebrada el 

26 de enero de 2013 por razón de que dicha cuota 

no está basada en el porcentaje de participación 

recogido en los Artículos 15 (f) y el 39 de la Ley de 

Condominios. Dicha determinación de la Jueza 

produce un enriquecimiento injusto a favor de la 

parte querellante.  Cualquier titular que se sienta 

afectado por dicha determinación, tenía a su haber 

presentar una querella ante DACO conforme y 
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dentro de los términos establecidos en el Artículo 

42 de la Ley de Condominios.  De igual forma, se 

configura un enriquecimiento injusto al devolverle 

al querellante, y a todo titular que así lo reclame, la 

aportación que todos los titulares están obligados a 

realizar conforme a lo dispuesto en la Sección 

6.2(a) del Reglamento de Administración y Co-

propiedad del Condominio “Mar Chiquita Ocean 

View”.  Tal obligación está predicada en el mero 

hecho de adquirir un apartamento en el complejo.  

Nada tiene que ver que se haya dado el traspaso 

de administración o se haya elegido una junta de 

directores.  De los documentos que obran en autos 

surge el hecho indubitado de que la parte 

querellante asistió a la asamblea del 26 de enero 

de 2013.  Por ende, el término de 30 días que tenía 

para impugnar dicha determinación venció el 25 de 

febrero.  Este hecho fue totalmente ignorado por la 

Jueza Administrativa.  Es contrario a derecho que 

mediante un subterfugio —impugnado lo 

acontecido en la asamblea de octubre de 2013— se 

pretenda retrotraer la impugnación a la asamblea 

de enero 2013. 

Determinar que la parte querellada ha actuado con 

temeridad, cuando por el contrario, ante la debacle 

creada por el abandono del 

Desarrollador/Administrador Interino de sus 

deberes y obligaciones impuestas por Ley, (una 

situación sui generis por no estar contemplada en 

la ley), esta ha presentado evidencia documental 

demostrando que actuó de la forma que mandata 

la ley, de buena fe, proactivamente y para el bien 

común, en interés de mitigar daños. 

 

Con el beneficio de la comparecencia de las partes, 

procedemos a resolver. 

EXPOSICIÓN Y ANÁLISIS 
 

 En nuestro ordenamiento es norma reiterada que ―[e]n el 

ejercicio de la revisión judicial de decisiones administrativas los 

tribunales deben concederle deferencia a las resoluciones 

emitidas por las agencias administrativas‖.  Mun. de San Juan v. 

CRIM, 178 DPR 163, 175 (2010).  Por consiguiente, las 

decisiones de las agencias gozan de una presunción de 

corrección.  Hatillo Cash & Carry v. A.R.Pe., 173 DPR 934, 960 
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(2008).  La deferencia se fundamenta en que las agencias 

―cuentan con el conocimiento experto y con la experiencia 

especializada de los asuntos que les son encomendados‖.  Otero 

v. Toyota, 163 DPR 716, 727 (2005).  Así pues, al evaluar 

recursos de revisión administrativa, la facultad revisora de los 

tribunales es limitada.  Mun. de San Juan v. CRIM, supra, pág. 

175. 

 Sobre el alcance de la revisión judicial, la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme, Ley Núm. 170 de 12 de 

agosto de 1988, 3 LPRA sec. 2101 et seq. [por sus siglas, LPAU] 

dispone que: 

[e]l tribunal podrá conceder el remedio apropiado si 
determina que el recurrente tiene derecho a un 

remedio. 

Las determinaciones de hechos de las decisiones de 

las agencias serán sostenidas por el tribunal, si se 
basan en evidencia sustancial que obra en el 

expediente administrativo. 

Las conclusiones de derecho serán revisables en 

todos sus aspectos por el tribunal.  3 LPRA sec. 

2175. 
 

 En cuanto a las determinaciones de hecho que realiza una 

agencia, el Tribunal Supremo ha resuelto que los tribunales 

revisores tienen que sostenerlas si se encuentran respaldadas 

por evidencia suficiente que surja del expediente administrativo 

al ser considerado en su totalidad.  Pacheco v. Estancias, 160 

DPR 409, 432 (2003).  Por evidencia sustancial se entiende 

―aquella evidencia relevante que una mente razonable podría 

aceptar como adecuada para sostener una conclusión‖.  Ibíd.  

Por lo tanto, la parte afectada deberá reducir el valor de la 

evidencia impugnada o demostrar la existencia de otra prueba 

que sostenga que la actuación del ente administrativo no estuvo 

basada en evidencia sustancial.  Otero v. Toyota, supra, pág. 

728.  En fin, el tribunal debe limitar su intervención a evaluar si 
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la determinación de la agencia es razonable, ya que se persigue 

evitar que el tribunal revisor sustituya el criterio de la agencia 

por el suyo.  Ibíd. 

 Respecto a las conclusiones de derecho, la LPAU, supra, 

señala que estas pueden ser revisadas en todos sus aspectos.  

Íd., pág. 729.  Lo anterior ―no implica que los tribunales 

revisores tienen la libertad absoluta de descartar libremente las 

conclusiones e interpretaciones de la agencia‖.  Ibíd.  De 

manera, que cuando un tribunal llega a un resultado distinto al 

de la agencia, este debe determinar si la divergencia es a 

consecuencia de un ejercicio razonable y fundamentado de la 

discreción administrativa, ya sea por la pericia, por 

consideraciones de política pública o en la apreciación de la 

prueba.  Íd., pág. 729.  En otras palabras, ―[e]l tribunal podrá 

sustituir el criterio de la agencia por el propio solo cuando no 

pueda hallar una base racional para explicar la decisión 

administrativa‖.  Ibíd. 

 Por otro lado, la Ley Núm. 103 de 5 de abril de 2003, Ley 

de Condominios, 31 LPRA sec. 1291 et seq., enmendó la Ley 

Núm. 104 de 25 de junio de 1958, Ley de Propiedad Horizontal, 

para atemperarla a las realidades sociales y fortalecer el 

régimen existente.  Véase, Exposición de Motivos de la Ley de 

Condominios, supra.  De modo, que la administración de todo 

inmueble sometido al régimen de propiedad horizontal se rige 

por el mencionado estatuto y por un reglamento que deberá 

insertarse o agregarse a la escritura de constitución del 

régimen.  Ayala Hernández v. Consejo de Titulares, 190 DPR 

547, 573 (2014); 31 LPRA sec. 1293. 

 Por otro lado, el Artículo 36-A de la Ley de Condominios, 

31 LPRA sec. 1291m (f), establece que los titulares de 
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apartamentos en un inmueble sujeto al régimen de propiedad 

horizontal están obligados a ―aportar proporcionalmente a los 

gastos de administración, conservación y reparación de las áreas 

comunes generales del edificio‖.  Consejo de Titulares v. DACo, 

181 DPR 945, 954 (2011); D.A.Co v. Cond. Castillo del Mar, 174 

DPR 967, 973 (2008).  En particular, el mencionado artículo 

dispone que: 

[t]odo titular deberá contribuir con arreglo al 

porcentaje de participación fijado a su apartamiento 

en la escritura de constitución, y a lo especialmente 
establecido, conforme al inciso (f) de la sec. 1293b 

de este título, a los gastos comunes para el 
adecuado sostenimiento del inmueble, sus servicios, 

tributos, cargas y responsabilidades, incluidas las 
derramas, primas de seguro, el fondo de reserva, o 

cualquier otro gasto debidamente aprobado por el 
Consejo de Titulares.  31 LPRA sec. 1291m (f). 

 
 Sin embargo, cuando el inmueble es de nueva 

construcción tal obligación se encuentra condicionada 

inicialmente a las responsabilidades que asuma el desarrollador 

como administrador interino.  Consejo de Titulares v. DACo, 

supra, pág. 954.  Al respecto, el Tribunal Supremo, citando al 

profesor Godreau, ha expresado que: 

[e]ntre los asuntos que aclara y amplía la Ley de 
Condominios, supra, se encuentran las prerrogativas 

y obligaciones del desarrollador de un edificio sujeto 
al régimen de propiedad horizontal –como 

administrador inicial del inmueble– para con los 
titulares, en particular respecto a los costos de 

mantenimiento de las áreas comunes mientras 
existan apartamentos para la venta.  Asimismo, la 

ley detalla el proceso de transición que debe seguirse 

para el sano traspaso de la administración interina al 
Consejo de Titulares.  Ibíd.  (Citas omitidas). 

 
Así las cosas, la Ley de Condominios establece que el titular que 

someta el inmueble al régimen de propiedad horizontal, será 

quien asumirá la administración inicial del mismo, con todos los 

poderes y deberes que la ley impone.  31 LPRA sec. 1293-1. 
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 El Reglamento sobre Condominios, Reglamento Núm. 6728 

de 26 de noviembre de 2003, promulgado por el DACo define el 

término ―administrador interino‖ como aquella 

[p]ersona que administra el inmueble en el periodo 

de transición que comienza desde el otorgamiento de 
la primera escritura de compraventa y hasta que se 

realice el traspaso de la administración al Consejo de 
Titulares, mediante la elección de un Director o Junta 

de Directores.  Sección 5, Reglamento sobre 
Condominios, supra. 

 
La venta del primer apartamento da comienzo a la 

administración interina por parte del desarrollador.  31 LPRA 

sec. 1293-1 (a).  Es a partir de ese momento que este puede 

seleccionar una de las siguientes opciones para administrar el 

condominio: 

(A) Asumir la totalidad de los gastos de 
mantenimiento de las áreas y facilidades comunales 

hasta que se venda el cincuenta y uno por ciento 
(51%) o el setenta y cinco por ciento (75%), a 

discreción del desarrollador de los apartamientos.  A 
partir de ese momento, los adquirentes de los 

apartamientos contribuirán proporcionalmente a los 

gastos prospectivos de mantenimiento de dichas 
áreas y facilidades de acuerdo al porcentaje de 

participación dispuesto en la sec. 1292 de este título, 
debiendo entonces aportar el desarrollador la suma 

correspondiente al porcentaje restante, 
independientemente del número de apartamientos 

que resten por construir o vender, o 

(B) Cobrarle a los titulares de los apartamientos 

vendidos, la parte proporcional del mantenimiento de 
las áreas y facilidades comunales conforme al 

porcentaje dispuesto en la sec. 1292 de este título[.] 
[…]  El desarrollador aportará la suma 

correspondiente al porcentaje restante, 
independientemente del número de apartamientos 

que resten por construir o vender.  31 LPRA sec. 

1293-1 (a)(1)(a) y (b). 
 

 En el primer supuesto, una vez el desarrollador alcanza la 

venta del porcentaje de apartamentos dispuesto en la escritura 

de constitución del régimen se activa el proceso de transición y 

traspaso de la administración interina.  31 LPRA sec. 1293-1 

(a)(2); Sección 18, Reglamento sobre Condominios, supra; 
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Consejo de Titulares v. DACo, supra, pág. 964.  Para ello deberá 

convocar a una asamblea para que los titulares asuman la 

administración del condominio y elijan la primera Junta de 

Directores.  Ibíd.  No obstante, el Reglamento sobre 

Condominios, supra, provee para que ―cualquier titular o grupo 

de titulares convoque a una Asamblea para elegir a la primera 

Junta de Directores‖ en caso de que el desarrollador no la 

convoque, a pesar de la venta del porciento seleccionado.  

Sección 21, II (b), Reglamento sobre Condominios, supra. 

 La Sección 28 del Reglamento sobre Condominios, supra, 

provee la norma aplicable para la situación específica en que el 

desarrollador deje de ser propietario del condominio durante la 

administración interina, a saber: 

C. En caso de que el Desarrollador venda su 
participación en el condominio durante el periodo de 

la administración interina, quien adquiere dicha 
participación adviene administrador interino, y 

asume todas sus obligaciones.  Queda eximida de 

esta disposición una institución financiera que 
advenga dueño del condominio como resultado de un 

procedimiento de ejecución de hipoteca, siempre y 
cuando no rebase las funciones como acreedor. 

D. En el caso de que una institución financiera 
advenga propietaria del condominio, deberá nombrar 

el administrador interino o cualquier titular podrá 
convocar al Consejo de Titulares a una Asamblea 

extraordinaria para la elección del Director o de la 
primera Junta de Directores de acuerdo a lo 

establecido en la Ley.  (Subrayado nuestro). 
  

 Por otro lado, la Ley de Condominios, supra, establece que 

el Consejo de Titulares se compone de todos los titulares y es 

―la autoridad suprema sobre la administración del inmueble 

sometido al régimen de propiedad horizontal‖.  31 LPRA sec. 

1293b.  Por ende, ―[s]us resoluciones y acuerdos, adoptados en 

asambleas debidamente convocadas y constituidas, serán de 

ineludible cumplimiento por todos y cada uno de los titulares, 

ocupantes o residentes y demás personas que se relacionen con 
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el condominio‖.  Ibíd.  Le corresponde además, entre otras 

cosas, seleccionar, por el voto afirmativo de la mayoría, a las 

personas que ocuparán los cargos en la Junta de Directores.  31 

LPRA sec. 1293b (a).  Al respecto la ley establece que: 

[e]n los condominios donde concurran más de 

quince (15) titulares deberá elegirse una Junta 
de Directores con, por lo menos, un Presidente, 

un Secretario y un Tesorero.  El Reglamento 
podrá disponer para puestos adicionales.  Los 

tres directores indicados deberán ser electos por 
separado para cada puesto.  Salvo los cargos de 

Director, Presidente, Tesorero o Secretario 

quien o quienes necesariamente pertenecerán 
a la Comunidad de Titulares, el apoderado de un 

titular que acredite mandato expreso de este, 
suscrito ante notario, podrá ser electo para ocupar 

los demás cargos.  31 LPRA sec. 1293b (a)(1).  
(Énfasis suplido). 

 
 Del mismo modo, es el Consejo de Titulares quien tiene la 

potestad de aprobar o enmendar el reglamento que forma parte 

de la escritura de constitución del régimen de propiedad 

horizontal.  31 LPRA sec. 1293b (h).  El reglamento de un 

condominio ―podrá contener todas aquellas normas y reglas en 

torno al uso del inmueble y sus apartamientos, ejercicios de 

derechos, instalaciones y servicios, gastos, administración y 

gobierno, seguros, conservación y reparaciones, que no 

contravengan las disposiciones de este capítulo‖.  31 LPRA sec. 

1293a.  No obstante, todo reglamento deberá incluir la ―[f]orma 

de administración, indicándose si estará a cargo de un Director o 

de una Junta de Directores, con expresión de sus facultades, 

remoción y, en su caso, remuneración‖.  31 LPRA sec. 1293a 

(a).  En cuanto a la modificación del reglamento, la Ley de 

Condominios, supra, dispone que: 

[e]n cualquier momento, el titular único del inmueble 

o, si hubiere más de uno, las dos terceras partes de 
los titulares y de porcentajes de participación en los 

elementos comunes del inmueble, 
independientemente de la definición de mayoría que 

rija para el condominio, podrán modificar el 
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Reglamento, pero siempre deberá quedar regulado 

cada extremo de los comprendidos en esta sección.  
La modificación tendrá que constar en escritura 

pública y, además, se inscribirá en el registro 
particular de la finca matriz, dejándose 

archivada en el Registro de la Propiedad copia 
certificada, según dispone la sec. 1293 de este 

título.  31 LPRA sec. 1293a (g).  (Énfasis suplido). 
 

 Por otra parte, el Artículo 42 de la Ley de Condominios, 31 

LPRA sec. 1293f, provee para que los titulares de apartamentos 

residenciales impugnen los acuerdos del Consejo de Titulares y 

las determinaciones, omisiones o actuaciones de la Junta de 

Directores ante el DACo.  El mencionado estatuto provee ciertos 

términos para la presentación de la acción de impugnación, a 

saber: 

(b) […] La acción de impugnación de acuerdos y 

determinaciones, que el titular estimase gravemente 
perjudiciales para él o para la comunidad de titulares 

deberá ejercitarse dentro de los treinta (30) días 
siguientes a la fecha en que se tomó dicho acuerdo o 

determinación, si se hizo en su presencia, o dentro 
de los treinta (30) días siguientes a la fecha en que 

recibe la notificación del acuerdo, si el titular 

afectado no estuvo presente en el momento en que 
se llegó a tal acuerdo o determinación. 

(c) La acción de impugnación de acuerdos, acciones 
u omisiones de la Junta de Directores, del Consejo 

de Titulares, con excepción de los realizados por el 
titular que somete el inmueble al régimen, que 

violen las disposiciones de este capítulo, de la 
escritura matriz o del Reglamento del condominio, 

prescribirá a los dos (2) años de haberse notificado 
el acuerdo, tomado la acción o de conocerse la 

omisión.  Para los titulares que impugnen este tipo 
de acuerdo del Consejo de Titulares, el término se 

computará a partir de la notificación del mismo, 
siempre y cuando cumplan con los requisitos 

establecidos en el párrafo siguiente.  Al ejercitar la 

acción de impugnación de acuerdos del Consejo de 
Titulares, el titular deberá acreditar que estuvo 

presente o representado en la reunión en que se 
tomó el acuerdo que impugna y que no votó a favor 

del mismo.  Si estuvo ausente a pesar de que fue 
debidamente notificado deberá probar que su 

ausencia estuvo justificada.  31 LPRA sec. 1293f (b). 
 

Los términos prescriptivos antes señalados no 

imposibilitan la presentación de acciones de impugnación 
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―cuando se trata de actos que estén tajantemente prohibidos 

por la  ley.  En estas instancias estamos ante una actuación 

nula, no meramente anulable, y por eso no hay término 

prescriptivo para incoar la acción‖.  Rivera et al. v. Villafañe 

González, 186 DPR 311, 330-331 (2012); Pereira Suárez v. Jta. 

Dir. Cond., 182 DPR 485, 502-504 (2011).  En otras palabras, 

siempre que el acto o acuerdo sea gravemente perjudicial para 

un titular o la comunidad de titulares o el mismo esté permitido 

por la ley, se podrá cuestionar en el plazo de treinta días o de 

dos años, respectivamente, por ser acciones anulables, no nulas 

de por sí.  Ibíd.  De ahí que, el Tribunal Supremo ha concluido 

que ―cuando se trate de cuestionar acuerdos o acciones que la 

ley prohíbe totalmente no habrá obstáculos prescriptivos para 

ejercer la impugnación‖.  Pereira Suárez v. Jta. Dir. Cond., 

supra, pág. 502. 

La LPAU, supra, permite que las agencias administrativas 

impongan honorarios de abogado en las mismas instancias en 

que procede la imposición de honorarios bajo la Regla 44 de 

Procedimiento Civil.  Quiñones v. San Rafael Estates, S.E., 143 

DPR 756, 776-777 (1997).  En el caso particular del DACo, la 

Ley de Condominios, supra, dispone que: 

[e]l foro de instancia en el que se diluciden las 

querellas o acciones presentadas por los titulares o 
por el Consejo de Titulares le impondrá a la parte 

que hubiese procedido con temeridad el pago de los 

gastos del pleito o de la querella, así como el pago 
de una suma razonable por los honorarios de 

abogado en que realmente hubiese incurrido la parte 
que obtuvo el remedio solicitado.  Solo mediante la 

renuncia expresa de la parte vencedora podrá 
dispensarse a la otra parte del pago de honorarios.  

31 LPRA sec. 1293f (e). 
 

La Regla 44.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

44.1, faculta a los tribunales a imponer el pago de una cuantía 

por concepto de honorarios de abogado en casos donde 
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cualquiera de las partes o sus abogados hayan procedido con 

temeridad o frivolidad.  A falta de una definición de lo que 

constituye ―temeridad‖, el Tribunal Supremo ha dispuesto que 

―[l]a temeridad es una actitud que se proyecta sobre el 

procedimiento y que afecta el buen funcionamiento y la 

administración de la justicia‖.  Jarra Corp. v. Axxis Corp., 155 

DPR 764, 779 (2001). 

En nuestro ordenamiento dicho concepto es amplio, sin 

embargo, nuestro más alto Foro ha señalado, a modo de 

ejemplo, que constituye temeridad ―[n]egar un hecho que le 

consta es cierto al que hace la alegación‖.  Meléndez Vega v. El 

Vocero de PR, 189 DPR 123, 212 (2013); P.R. Oil v. Dayco, 164 

DPR 486, 511 (2005).  El propósito de este mecanismo es 

penalizar al que con su conducta ha obligado a la parte adversa 

en un litigio a incurrir en gastos.  S.L.G. Flores-Jiménez v. 

Colberg, 173 DPR 843, 866 (2008); Rivera v. Tiendas Pitusa, 

Inc., 148 DPR 695, 702 (1999).  En otras palabras, los 

honorarios por temeridad se imponen como ―penalidad a un 

litigante perdidoso que por su terquedad, obstinación, 

contumacia e insistencia en una actitud desprovista de 

fundamentos, obliga a la otra parte, innecesariamente, a asumir 

las molestias, gastos, trabajos e inconveniencias de un pleito‖.  

Andamios de PR v. Newport Bonding, 179 DPR 503, 520 (2010). 

Cabe señalar, que la imposición de honorarios por 

temeridad descansa en la sana discreción de la agencia.  

Quiñones v. San Rafael Estates, S.E., supra, pág. 777.  Por 

tanto, ―[c]uando una agencia administrativa ejerce su discreción 

al imponer honorarios de abogados dicha determinación no será 

alterada por los tribunales a menos que haya mediado un abuso 

en ella‖.  Ibíd. 
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A la luz de la normativa antes expuesta, procedemos a 

evaluar el recurso de revisión ante nuestra consideración. 

 En el primer señalamiento de error, el Consejo de 

Titulares adujo que el DACo incidió al inferir que dicha parte 

aceptó los hechos imputados en la querella, debido a que MCH 

sometió el caso por el expediente.  Sostuvo que le correspondía 

a la querellante presentar prueba para sustentar sus 

alegaciones y que la agencia recurrida no debió adjudicar 

credibilidad a base de alegaciones escritas. 

 De la Resolución recurrida surge que en la fecha en que se 

suponía se celebrara la vista en su fondo las partes estipularon 

someter el caso por el expediente.  Al respecto, el DACo 

expresó: 

[e]ventualmente citamos para vista en su fondo 
que debió ser celebrarse el día 25 de marzo de 

2014.  Habiendo comparecido ese día los abogados 
de las partes, sus representantes y testigo, se 

informó en Sala que el caso sería sometido 

mediante estipulación ―por el expediente‖, es decir, 
que las partes acordaron que este Departamento 

resolviese la controversia sin necesidad de 
escuchar el testimonio de testigos ni aquilatar 

evidencia documental alguna que no fuese la que 
obrase en el expediente a esa fecha.  No obstante, 

según expondremos más adelante, ambas partes 
posteriormente sometieron mociones en las que 

unieron evidencia documental y/o proveyeron 
información adicional a ser considerada por este 

Foro al momento de adjudicar la controversia.  […]  
Surge además del expediente que la querellada 

sometió su caso sin haber contestado 
formalmente la Querella, ello no obstante a que 

el día 19 de febrero de 2014 dicha parte presentó 

escrito intitulado ―Moción Informando que la 
Querella de Epígrafe fue Contestada‖, refiriéndose 

a su ―Solicitud de Desestimación de Querella‖ de 17 
de enero de 2014.  (Énfasis en el original). 

 
Es sabido que los errores que no sean adecuadamente 

discutidos por una parte de ordinario no serán considerados por 

este foro.  Véase, Regla 16(C)(1)(f) del Reglamento del Tribunal 

de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B.  Al analizar el señalamiento 
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de la parte recurrente, que alega que las partes no estipularon 

someter el caso por el expediente y que la determinación del 

DACo a esos efectos fue errónea, encontramos que dicha parte 

no esbozó argumento alguno para convencernos en cuanto a ese 

supuesto.  Veamos. 

 Conforme el derecho aplicable, el Consejo de Titulares 

tenía el peso de presentar prueba en cuanto a la falta de 

estipulación para someter el caso por el expediente y 

controvertir lo expresado por el DACo.  Dicha parte no trajo 

ante nuestra consideración la transcripción de lo ocurrido el día 

en que se citó a las partes para la celebración de la vista en su 

fondo.  Tampoco presentó prueba que demostrara que contestó 

la querella o que presentó una alegación responsiva.  Meras 

alegaciones no son suficientes.  Ante la falta de prueba sobre 

este aspecto o que la agencia actuara con pasión, prejuicio o 

parcialidad, el señalamiento de la parte recurrente carece de 

méritos. 

 En el segundo error señalado, el Consejo de Titulares 

arguyó que el DACo erró al determinar que quien único podía 

convocar una asamblea para el traspaso de la administración 

era el desarrollador o el administrador interino del condominio, 

a pesar de que el desarrollador había cesado toda relación para 

con el inmueble debido a la ejecución del mismo.  Alegó que la 

reglamentación de dicha agencia permitía que un titular 

convocara una asamblea cuando una institución financiera 

adviniera propietaria de un condominio sometido al régimen de 

propiedad horizontal. 

 Sobre este asunto, la agencia recurrida expresó lo 

siguiente: 
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[e]s un hecho irrefutable que para octubre del año 

2010 todavía no se había vendido el 51% de las 
unidades, por lo que […] varios titulares se 

organizaron en un comité de vecinos‖ y establecieron 
una cuota voluntaria de $150.00 mensuales para 

cubrir o ayudar a sufragar los gastos del complejo, 
aunque de todos modos el desarrollador continuó 

como administrador interino precisamente por razón 
del fracaso en alcanzar el por ciento de ventas 

necesario para iniciar el traspaso.  De hecho, el 20 
de junio de 2011 DACO (Oficina de Arecibo) dictó 

Resolución en la que dispuso que el desarrollador 
tenía que continuar como administrador interino del 

Condominio hasta que se cumpliera con el proceso 
de transición dispuesto en el Artículo 36-A de la Ley 

de Condominios. 

Así las cosas, es un hecho incontrovertido que el 30 
de octubre de 2012 MCH adquirió 28 unidades no 

individualizadas del Condominio de parte del BBVA, 
quien las había adquirido por ejecución en pública 

subasta como acreedor hipotecario que facilitó el 
préstamo para la construcción del proyecto.  Como 

consecuencia, aunque en ese momento se superó el 
51% de las ventas de las unidades del condominio, 

no se realizó el traspaso de la administración interina 
conforme a derecho.  De hecho, en violación de las 

disposiciones expresas de la Ley de Condominios, 
fueron los titulares Roberto Miranda y César 

Candelario quienes convocaron, el día 4 de enero de 
2013, a una asamblea de titulares para elegir la 

primera junta de directores.  Dicha convocatoria 

constituyo un acto ultra vires, ya que el inciso (a) del 
Artículo 36-A de la Ley de Condominios, supra, 

dispone expresamente que es el desarrollador, como 
administrador interino, a quien corresponde convocar 

esa asamblea de titulares para concretizar el 
traspaso de la administración y elegir la primera 

junta de directores. 
 

En los hechos que informa esta causa no existe 

controversia, en cuanto a que el desarrollador asumió la 

totalidad de los gastos de mantenimiento comunales hasta la 

venta del 51% de los apartamentos.1  Surge del expediente, 

                                                 
1 De la escritura número 307 de 7 de noviembre de 2002, surge que Mar 

Chiquita Ocean View Corp., desarrolladora del Condominio en cuestión 

sometió el inmueble al régimen de propiedad horizontal.  Conforme lo 

requiere la Ley de Condominios, supra, el desarrollador hizo constar lo 

relacionado a la administración inicial del complejo.  En particular, se 

estableció que: 

--- A. La administración inicial del condominio se llevará a 

efecto de acuerdo con lo establecido en la Ley de Propiedad 

Horizontal vigente, en esta escritura y en el Reglamento.-----  

--- B. La PROPIETARIA asumirá la administración inicial del 

condominio con todos los poderes y derecho que confiere la 

Ley de Propiedad Horizontal, esta escritura y el Reglamento y 
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que Mar Chiquita Ocean View Corp. nunca convocó a los 

titulares al traspaso de la administración interina pues cuando 

eso se logró hacía mucho tiempo que había cesado su relación 

con el Condominio producto de la ejecución de hipoteca del 

proyecto. 

Por otro lado, la Sección 28 del Reglamento de 

Condominio establece que una vez una institución financiera 

adviene propietaria de un condominio como resultado de una 

ejecución de hipoteca debe nombrar un administrador interino, 

sin embargo conforme lo establecido en la ley y la escritura 

matriz, solamente después de haberse vendido apartamentos 

cuyo porcentaje de participación ascienda a más del cincuenta 

por ciento (50%), la propietaria podía convocar una Asamblea 

Extraordinaria para la elección de la Junta.  Ello no había 

sucedido el 4 de enero de 2013 cuando los titulares Miranda y 

Candelario convocaron la Asamblea extraordinaria.  Por lo que 

no se cometió el error señalado. 

 En el tercer señalamiento de error, el Consejo de Titulares 

alegó que la agencia recurrida incidió al determinar que la Junta 

de Directores electa el 26 de enero de 2013 era ilegal, toda vez 

que la persona seleccionada para el puesto de Secretaria no era 

titular del Condominio.  Planteó que de la prueba que tuvo la 

agencia ante su consideración no surgía base para sustentar tal 

conclusión.  Mientras, que en el cuarto señalamiento de error 

adujo que el DACo erró al concluir que los titulares no estaban 

obligados a pagar la cuota de mantenimiento establecida, tras 

                                                                                                                                     
transferirá la administración al Consejo de Titulares de la 

siguiente forma: 

---------------- a. Cuando lo determine la PROPIETARIA una 

vez que se hayan vendido apartamentos cuyo porcentaje de 

participación ascienda a más del cincuenta por ciento (50%), 

la PROPIETARIA convocará a una reunión extraordinaria de 

los titulares donde se elegirá la Junta de Directores. 
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determinar que no fue fijada de acuerdo al porcentaje de 

participación de cada titular sobre los elementos comunes del 

Condominio.  Afirmó que esto constituía un enriquecimiento 

injusto.  Además, sostuvo que el término para que MCH 

impugnara la cuota había transcurrido. 

El 4 de enero de 2013, Cesar A. Candelario y Roberto M. 

Miranda emitieron un comunicado en el que convocaron a los 

titulares del Condominio a una asamblea con el propósito de 

elegir la primera Junta de Directores del Condominio.  La 

asamblea se celebró el 26 de enero de 2013.  Del Acta de la 

asamblea surge lo siguiente: 

[e]l señor Miranda explicó el proceso para [la] 
elección de la Junta de Directores.  Este se llevaría 

mediante nominaciones y votación.  Explica el 
señor Miranda que las nominaciones se realizarían 

para los puestos de Presidente, Vicepresidente[,] 
Secretaria, Tesorero y Vocal.  Previo a iniciarse los 

trabajos varios Condómines expresaron no estar 
disponibles para asumir posiciones en la Junta.  

Ante la disyuntiva de no contar con suficientes 

Condómines para cubrir todas las posiciones de la 
Junta, presentó moción para que se eliminaran las 

posiciones para la vicepresidencia y vocal, 
posiciones que [no] requiere la ley, lo cual fue 

secundado y aprobado.  No habiendo oposición 
alguna, se procedió a las votaciones de los puestos 

mencionados. 

A viva voz y por aclamación, los Titulares 

presentaron moción para que el señor Roberto 
Miranda (F 606), quien había actuado como 

Presidente del Comité de Vecinos, permaneciera 
como Presidente de  la Junta y que el señor César 

Candelario (A 101), quien había actuado como 
Tesorero del Comité de Vecinos, permaneciera 

como Tesorero de la Junta.  Ambos aceptaron y 

fueron confirmados por unanimidad.  Luego de 
varias rondas auscultando candidatos para la 

posición de Secretaria, finalmente Ramonita Rivera 
Marín (H 801), aceptó y fue también electa por 

aclamación. 

[…] 

Asuntos Nuevos: 

Con relación a la Cuota de Mantenimiento, el 

Presidente informó que siguiendo la tabla de 
―Gastos de Mantenimiento Según Participación de 

Cada Dueño‖ establecidas por el Desarrollador, la 
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Junta comenzaría a cobrar esas cuotas efectivo el 

1ro de febrero de 2013.  Una copia de este 
documento se entregó, nuevamente, como parte 

de los documentos de la Asamblea. 
 

La Ley de Condominios, supra, requiere que en aquellos 

condominios que tengan más de 15 titulares se cree una Junta 

de Directores con por lo menos un Presidente, un Secretario y 

un Tesorero, quienes deberán formar parte del Consejo de 

Titulares.  Por otro lado, el Reglamento de Administración y Co-

propiedad del Condominio, incorporado a la escritura en la que 

se sometió el Condominio al régimen de propiedad horizontal, 

establece que la Junta de Directores estará compuesta por cinco 

miembros: un Presidente, un Vicepresidente, un Tesorero, un 

Secretario y un Vocal.2  También exige que los miembros de la 

Junta de Directores sean miembros del Consejo de Titulares.3 

 La Junta de Directores constituida en la asamblea 

celebrada el 26 de enero de 2013 no fue electa conforme la Ley 

de Condominios, supra, ni el Reglamento del Condominio.  

Según surge del expediente, es un hecho incontrovertido que 

Ramonita Rivera Marín, persona electa como Secretaria, no era 

titular de un apartamento en el condominio.  De igual forma, la 

composición de la Junta de Directores contravino lo establecido 

en la reglamentación del Condominio que proveía para cinco 

puestos: Presidente, Vicepresidente, Secretaria, Tesorero y 

Vocal.  A pesar de la votación unánime de los titulares para 

reducir los puestos de la Junta de Directores, no se cumplieron 

las disposiciones estatuarias para la modificación del 

Reglamento del Condominio, que exigía una Junta de Directores 

con cinco miembros.  En particular, dicha modificación no se 

                                                 
2 Artículo IV del Reglamento. 

3 Artículo III del Reglamento. 
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hizo constar en escritura pública ni se inscribió en el Registro de 

la Propiedad junto con la escritura matriz.  La Junta de 

Directores electa en la asamblea celebrada el 26 de enero de 

2013 no fue válidamente constituida, conforme la Ley de 

Condominios, supra, y el Reglamento del Condominio, de 

manera, que las actuaciones de dicha entidad se consideran 

nulas ab initio. 

 Puesto que no existió una Junta de Directores válidamente 

constituida, el Consejo de Titulares no fue válidamente 

representado por tal entidad, y nada podía delegar en ella.  Por 

tanto, la cuota de mantenimiento impuesta por la Junta de 

Directores electa el 26 de enero de 2013 fue ilegal.  Más aun, se 

desprende del expediente que la cuota no fue computada a base 

del porcentaje de participación de cada titular sobre los 

elementos comunes del Condominio, sino que se estableció 

considerando el piso en que se encontraba cada apartamento4 y 

sin haberse aprobado un presupuesto sobre los gastos 

previsibles.  En ese sentido, la propia cuota era ilegal. 

 El Consejo de Titulares del Condominio incurrió en una 

secuencia de ilegalidades en violación a la Ley de Condominios, 

supra, y la reglamentación del Condominio.  Tales actos nulos, 

no son susceptibles de ser confirmados.  En consecuencia, la 

causa de acción presentada por MCH, en la que impugnó actos 

en violación a la Ley de Condominios, supra, no está sujeta a los 

términos prescriptivos dispuestos en el Artículo 42 de dicho 

estatuto, supra. 

En primer lugar, no es de aplicación el término de 30 días, 

puesto que el mismo contempla la impugnación de acuerdos y 

                                                 
4 Los titulares con apartamentos en el primer y segundo piso debían aportar 

$151.15 y aquellos con apartamentos en el tercer y cuarto piso aportarían 

$243.75. 
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determinaciones que un titular estime gravemente perjudiciales 

a este o la comunidad de titulares.  Dicha acción debe 

ejercitarse dentro de los 30 días siguientes a la toma del 

acuerdo, de haberse hecho en presencia del titular que lo 

impugna.  En otras palabras, este término aplica a situaciones 

en las que se tomó un acuerdo válido, pero que un titular alega 

le resulto perjudicial.  En segundo lugar, el término de 2 años 

tampoco es de aplicación al pleito de epígrafe porque MCH no 

impugnó una acción en violación a alguna de las formalidades 

de la Ley de Condominios, supra, sino un acto nulo per se. 

 Antes de pasar a la discusión del último error, cabe 

señalar, que contrario a lo argüido por la parte recurrente, la 

doctrina de enriquecimiento injusto es inaplicable al pleito ante 

nos, ya que esta no aplica a situaciones que resultarían 

contrarias a una clara política pública plasmada en un estatuto, 

en este caso la Ley de Condominios, supra.  Ortiz Andújar v. 

E.L.A, 122 DPR 817, 823 (1988). 

 El quinto error señalado versa sobre la imposición de 

honorarios de abogado por temeridad a la parte recurrente. 

De un estudio del expediente surge que el DACo, en el 

ejercicio de su discreción, entendió que el Consejo de Titulares 

promovió de forma contumaz el litigio.  No erró la agencia 

recurrida al imponer a dicha parte el deber de satisfacer 

honorarios de abogado por temeridad.  Según se desprende de 

la Resolución del DACo y del expediente ante nuestra 

consideración, el Consejo de Titulares realizó una serie de actos 

sin facultad para ello y pretendió reiterar la validez de los 

mismos durante el transcurso del caso sin fundamentos para 

ello.  No surge razón alguna por la cual debamos intervenir con 

la discreción del foro primario sobre este particular. 
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DICTAMEN 

Por los fundamentos aquí expuestos, se confirma la 

Resolución emitida por el Departamento de Asuntos del 

Consumidor el 7 de octubre de 2015. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 El Juez Steidel Figueroa concurre sin opinión escrita. 

 

 

Dimarie Alicea Lozada 
                                      Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


